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Justificación de este estudio: la necesidad (personal y científica) de aportar razones que ayuden a superar el desorden patrimonial existente en la actualidad

			El texto que presentamos en esta publicación es obviamente un trabajo científico, un ensayo sobre el patrimonio cultural, fruto de numerosos años de investigación. Pero es mucho más que eso, tanto desde el punto de vista personal como científico. Es una necesidad, el afloramiento de una pulsión que me lleva años asediando y empujando, resultado de una observación atenta, incisiva y permanente sobre la conformación y el funcionamiento del patrimonio cultural1. Una observación en absoluto distante, alejada o displicente, sino todo lo contrario, una mirada empática, real, directa, cercana y cómplice con la realidad patrimonial. Una mirada implicada. Implicación que se extiende a todas las dimensiones posibles (y exigibles) de cualquier profesional del patrimonio cultural: la investigación (lógicamente, de carácter aplicado, como requiere este campo científico), la docencia (tanto la reglada como, muy especialmente, la no reglada, donde los científicos y/o universitarios tenemos el compromiso de formar y concienciar a la sociedad, sea cual sea su nivel formativo o cultural) y la militancia social o la defensa ciudadana del patrimonio cultural, ya que, como ahora veremos, el patrimonio histórico no existe sin la acción sobre él, acción que, obviamente, debe proceder principalmente de las administraciones públicas, en cuanto garantes del interés general inherente en el mismo, pero que necesariamente también debe ser de la ciudadanía, a cuya pertenencia no podemos renunciar.

			Y de las múltiples percepciones (y emociones) que me genera esta implicada mirada hay una que año tras año se muestra más vívida, más penetrante y, por lo tanto, más necesitada de mostrarse, de esclarecerse. Me refiero a la enorme confusión que encontramos en torno no tanto al concepto de patrimonio histórico (donde se percibe una tranquila unanimidad alrededor de un inveterado consenso sobre este concepto, cuyos principios y presupuestos son tan difusos y esquivos como el origen de los mitos) como a los criterios que deben utilizarse para determinar si un determinado bien debe ser o no considerado patrimonio histórico y, a partir de ahí, y de forma todavía más confusa, en los criterios y mecanismos que deben regir su tutela (o protección, salvaguardia, conservación, gestión..., pues no sabemos qué concepto es el que debe identificar el conjunto de acciones que realizar sobre un bien para garantizar su conservación y disfrute público tanto presente como futuro).

			Si bien, esta evidente y gravosa confusión es habitualmente confundida y enmascarada bajo la premisa, más bien el mantra, del consustancial dinamismo y de la mutación constante del concepto de patrimonio histórico derivado de su ineludible condición de construcción social, lo que realmente esconde es un gran desconocimiento (consciente o inconsciente) de la ciencia de la tutela y un interesado distanciamiento de los principios que la sustentan.

			Preguntémosle a la realidad patrimonial, a modo de simple cata, para ver cómo aflora esta confusión.

			¿Es patrimonio histórico el Valle de los Caídos, tal y como ya lo son el conjunto histórico de Belchite o el campo de concentración de Castuera, en Badajoz? ¿Y las carteras, los cinturones o las gafas encontrados en las excavaciones de las indignas fosas comunes fruto de la represión franquista que todavía permanecen en nuestro país? ¿Y el zulo donde estuvo encerrado Ortega Lara durante su secuestro por parte de ETA?

			Si se han declarado bien de interés cultural (BIC) algunos de los edificios de la Exposición Internacional de Zaragoza de 2008, por ejemplo, el Pabellón Puente de Zaha Hadid, ¿por qué no podría serlo, por ejemplo, la Ciudad de las Artes y las Ciencias de Valencia, de Santiago Calatrava, o todas las obras de nuestros premios Pritzker, Rafael Moneo y los arquitectos del estudio RCR Arquitectes? Y si esto sucede en arquitectura, ¿sería aplicable también a la pintura, a la escultura y a los demás tipos de obras de arte como el cómic, el cine, la televisión, la moda o la música? ¿Y a las nuevas formas de expresión artística como los grafitis o los tatuajes? ¿Cualquier obra de arte que se exhiba en un museo ya es patrimonio histórico, aunque sea de un artista novel o emergente?

			Más preguntas: ¿puede la Junta de Andalucía negarse a declarar la Vega de Granada como BIC, a pesar de las decenas de miles de firmas recogidas en su defensa y del consenso científico existente sobre la relevancia de sus valores culturales? O ¿debe hacerlo el Gobierno de Aragón con la esperpéntica restauración del Ecce Homo de Borja, ahora convertida en una mundial atracción turística y, por tanto, dotada de un indudable interés social y económico?

			¿Cualquier objeto, hecho o actividad patrimonializable puede convertirse en un tipo de patrimonio: patrimonio universitario, pictórico, estudiantil, hidráulico, lorquiano, sindical, lumínico, homosexual, retablístico, agrícola, gitano, farmacéutico, «toldero» [1]...? ¿Y, en ese caso, a quién corresponde la responsabilidad de patrimonializar esos objetos: a la administración educativa, a la etnia gitana, a los homosexuales, al colegio de farmacéuticos?

			[image: ]

			[1] Noticia sobre la propuesta de considerar patrimonio cultural los toldos verdes en España. © Periódico de Catalunya.

			¿La declaración de la tauromaquia como patrimonio cultural en 2013 por parte del Parlamento español, forzando incluso a partir de ahí el sistema tutelar imperante en España, servirá para evitar su más que previsible desaparición? ¿Podrán intervenir los conservadores de patrimonio histórico en las corridas de toros para salvaguardar su autenticidad como se hace con la restauración de un monumento? ¿Y en las procesiones de Semana Santa, el Carnaval o el resto de los bienes declarados patrimonio cultural inmaterial?

			¿Merece la misma consideración la retirada, para su conservación, que los técnicos del Museo de Historia de Barcelona hicieron de los cinco mil objetos depositados en las Ramblas de Barcelona por los ciudadanos como muestra de sus condolencias por los terribles atentados de agosto de 2017 [2] que el proyecto «Catmemoria.cat – Memòria gràfica de l’1 d’octubre de 2017», puesto en marcha por la Genaralitat al día siguiente del referéndum de independencia de Cataluña celebrado el 1 de octubre de 2017? ¿Son, o pueden ser, las icónicas urnas del referéndum independentista bienes culturales igual que los objetos depositados en las Ramblas como muestra de condolencia [3]?

			[image: ]

			[2] Trabajos de inventario y catalogación de los objetos recogidos de los diversos puntos de memoria de la Rambla. Centre de Colleccions del MUHBA. © MUHBA-Daniel Alcubierre.
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			[3] Manifestación celebrada en el primer aniversario del referéndum de independencia de Cataluña celebrado el 1 de octubre de 2017 en el que se portan las urnas utilizadas durante el mismo. Barcelona, 1 de octubre de 2018. © Reuters / Enrique Calvo.

			¿Si en 2016 fueron declarados BIC el Real Club Recreativo de Huelva y el Real Club Recreativo de Tenis de Huelva en la categoría de Actividad de Interés Etnológico (aunque incluyendo todos los bienes muebles, que no los inmuebles, vinculados a esa actividad, como trofeos, placas conmemorativas y el patrimonio documental y bibliográfico), por qué no podría hacerse lo mismo con el Real Madrid o el Barcelona? Y las proclamaciones para declarar a Andrés Iniesta (o a otros deportistas) Patrimonio Cultural de la Humanidad cuando se retiró del Barcelona, ¿son simplemente elogios estridentes o tienen alguna base patrimonial? ¿Y los que reclaman igual reconocimiento para el feminismo o la relación médico-paciente? ¿Son equiparables estas peticiones?

			¿Tiene algún sentido declarar toda una Comunidad Autónoma patrimonio cultural como ha sucedido con La Rioja en la declaración como BIC en 2015 del Paisaje Cultural del Vino y el Viñedo de La Rioja?

			¿Cómo es posible que el 27 de mayo de 2019 el Senado de Francia aprobara por ley el criterio de intervención, en este caso, la controvertida y falsificadora reconstrucción mimética de Notre-Dame de Paris desconsiderando los procedimientos y criterios de intervención instituidos científicamente a nivel internacional? ¿Es que se pueden determinar políticamente los criterios de restauración y, por extensión, de la tutela del patrimonio histórico? ¿Lo justifica el hecho de que la mayoría de la población apoye y reclame este tipo de prácticas consideradas como inadmisibles por la ciencia patrimonialista?

			Centrándonos en los bienes que en principio no suscitan dudas sobre su condición patrimonial: ¿todas las obras de arte de cualquier periodo histórico o estilo (Grecia y Roma, Románico, Renacimiento, Neoclasicismo, etc.) son efectivamente patrimonio histórico o solo podrían serlo? ¿No es necesario proceder a su estudio y valoración, es decir, a su declaración formal, para que adquieran la condición patrimonial? En el caso de que efectivamente sean patrimonio histórico, ¿hasta qué periodo o fecha: 1492, 1700, 1812, 1898, 1936, 1975? ¿Todos los vestigios de la Granada Ziri, de la que en 2013 se celebró el milenio de su fundación, son patrimonio histórico? En ese caso, ¿por qué las milenarias acequias ziríes de la Vega de Granada son tapadas, canalizadas o simplemente destruidas cada día sin ningún tipo de inconveniente o impedimento (ni remordimiento)?

			Una última pregunta: si el patrimonio histórico es memoria, como se proclama insistentemente en la actualidad, y la memoria es selección desde el presente por parte de cada comunidad de los hechos del pasado que más la identifican, ¿podremos reprochar a los talibanes de Afganistán la destrucción de los budas de Bamiyan? ¿Y al alcalde de Nueva York por retirar en 2018 de Central Park la estatua del padre de la ginecología moderna por racista? ¿Y las numerosas esculturas de personajes históricos vinculados con el esclavismo, algunas simplemente por asociación como Cristóbal Colón o Wiston Churchill, que están siendo destruidas en lugares de todo el mundo con motivo de las masivas manifestaciones antirracistas producidas en junio de 2020 en protesta por la muerte del afroamericano George Floyd a manos de la policía de Minneapolis? ¿Son equiparables todas estas actitudes?

			La simple enumeración (que podría ser interminable) de estas preguntas desata todo tipo de reacciones y discusiones que trascienden el plano científico o intelectual para impregnar de lleno el debate político y social y donde nos encontramos posiciones y actitudes de defensa, justificación, rechazo, incredulidad, indignación o hilaridad.

			¿Cómo es posible que hayamos llegado a esta situación en el campo patrimonial? ¿Qué ha ocurrido para que una disciplina centenaria como la tutela haya permitido que su objeto de estudio se haya distorsionado de tal manera, se haya escapado del marco de los principios científicos que la constituyen? ¿Es que no existen límites, bordes o fronteras que delimiten científicamente el patrimonio histórico? ¿Es que todo puede o no puede ser patrimonio histórico? ¿Yo mismo podría serlo? Y lo más grave de todo: ¿es a que a nadie le interesa realmente esta deriva del patrimonio histórico, esta confusión, este desorden? ¿Es que, en el fondo, existe un acuerdo o consenso sobre el patrimonio histórico? Pero ¿sobre qué principios: el turismo, su condición de recurso económico, su instrumentalización política, su desvinculación del ámbito científico...?

			La respuesta para nosotros a todas estas preguntas es rotunda e inequívoca: sí existen límites en el patrimonio histórico, sí existen principios y presupuestos científicos que nos permiten definir, determinar y delimitar tanto el objeto patrimonial como la intervención en él. Unos límites o principios obviamente dinámicos, evolutivos, ensanchables (o reducibles), como corresponde a cualquier ciencia, especialmente en el ámbito de las humanidades y las ciencias sociales.

			Nuestro objeto de estudio se aparece entonces con claridad: identificar, describir y justificar los límites, los principios del patrimonio histórico, para, a partir de ellos, analizar aquellas propuestas, reflexiones, posicionamientos o reclamaciones que están desbordando estos límites científicos del patrimonio histórico, así como para clarificar cuáles de ellos podemos considerar un ensanchamiento legítimo de los bordes del patrimonio histórico y cuáles una impropia e inadecuada descomposición de los mismos y, por tanto, generadores de una gran confusión social e institucional en torno a la forma de abordar el reconocimiento y la conservación de nuestro pasado.

			Con ello no vamos a crear una filosofía tutelar nueva, sino que vamos a extraer y hacer visibles los principios construidos a lo largo de tantas décadas por la historiografía y la actividad patrimonialista para confrontarlos con esta realidad aturdida en la que continuamente son desbordados estos límites del patrimonio histórico. No pretendemos convertirnos en el guardián de las esencias mágicas del reino patrimonial ni hacer un ejercicio nostálgico, negacionista o de resistencia ante los cambios introducidos en él, sino hacer valer el armazón que con tanto esfuerzo se ha conformado a lo largo de tantas décadas y por tantas personas e instituciones en el mundo para conseguir disponer de un instrumento poderoso, universal, democrático, legítimo, justo, solidario, inclusivo... que se pueda utilizar para defender uno de los más preciados (y apreciados) tesoros de la humanidad, su propia historia, su propia existencia.

			En este sentido es como hay que entender que el concepto que utilizamos en este proyecto sea sobre todo el de patrimonio histórico y no tanto el de patrimonio cultural, que es el que parece estar instituido internacionalmente como identificador del conjunto de bienes susceptibles de protección. Aunque, como luego explicaremos, la defensa de este concepto está plenamente justificada y argumentada, su elección obedece al deseo de convertir este proyecto en una atalaya, de adoptar una posición, un punto de vista a partir del cual explorar este confuso y complejo campo de la tutela del patrimonio histórico. Se trata, más que de la defensa de este concepto frente al del patrimonio cultural (lo cual, al margen de que esté justificado, podría parecer anacrónico o retrógrado), de elegir una perspectiva de análisis determinada, lo cual nos permite despojarnos de los condicionantes teóricos impuestos por el concepto de patrimonio cultural, muchos de los cuales son los que nos llevan a los lugares comunes que suelen visitarse cuando se aborda la caracterización de dicho concepto. Creemos que solo así podremos ver (y comprender) con claridad cómo se desborda la informe masa del pasado de los naturales y legítimos límites del patrimonio histórico (que no de la memoria). Se trata, en definitiva, de la sostenibilidad del sistema, del ecosistema, de la tutela.

			
				
					1 Estas pulsiones empezaron a manifestarse formalmente a raíz de la elaboración del proyecto de investigación presentado en el concurso para la provisión de plazas de catedrático de universidad a la cual concurrimos, y de forma muy satisfactoria, el 15 de junio de 2018.

				

			

		

	
		
			CAPÍTULO 2

			
Los límites del patrimonio histórico: a la búsqueda de una estructura sólida desde la que observar la deriva patrimonialista

			Nuestra pretensión con este trabajo no es proceder a definir el concepto de patrimonio histórico (o patrimonio cultural o patrimonio) ni tampoco reconstruir el itinerario evolutivo seguido por este concepto a lo largo de la historia, ni siquiera hacer un inventario más o menos detallado de las múltiples definiciones elaboradas en los diferentes ámbitos teóricos o normativos. Nuestra pretensión es identificar las claves, los presupuestos que sustentan este concepto, aquellos que nos permitan disponer de herramientas y directrices con los que poder afrontar, administrativa y políticamente, con rigor y objetividad la decisión de declarar o proteger un determinado bien y, sobre todo, legitimar ante la sociedad la necesidad de preservar ese bien, aunque ello suponga limitaciones o restricciones importantes tanto para el propietario como para la sociedad en general.

			Si observamos de forma general la historia de la tutela del patrimonio histórico, la situación que nos encontramos en relación con la definición y la caracterización del patrimonio histórico es que no existe un concepto que podamos considerar canónico o consensuado desde el punto de vista científico. Si bien existe un cierto (pero muy vago y difuso) consenso internacional en torno a lo que de forma general es, significa o implica el patrimonio histórico, y que gira en torno a parámetros como bienes de todo tipo y de todas las épocas creados, ideados o generados por el hombre y la presencia en ellos de valores o significados de naturaleza tanto espiritual como material relevantes para las personas (entendidas tanto a nivel individual como agrupadas en colectivos, etnias, naciones o como el conjunto de la humanidad), este consenso (que, en realidad, esconde un gran disenso si profundizamos en cada uno de esos parámetros, por ejemplo, en el de la pertenencia de los bienes culturales), no está refrendado por un documento o normativa internacional, por una doctrina académica o una institución o grupo científico que haya formalizado y validado de forma consensuada este concepto. Sorprende en este sentido que ningún organismo internacional, especialmente la UNESCO, haya elaborado un documento normativo de alcance universal sobre el patrimonio histórico en su conjunto1. En este caso, creemos que no es válida la habitual apelación al carácter cambiante o dinámico de este concepto,

			[...] pues este cometido pensamos que es ciertamente imposible en cuanto sería ilusorio intentar fijar un solo sentido siquiera para el propio sujeto de estudio, el patrimonio, pues, como hemos dicho, este es un concepto cambiante que está sometido a una constante reformulación, lo que impide configurar un corpus teórico único y cerrado (González-Varas, 2014: 13).

			Si fuera así, dicha máxima sería extensible a todo tipo de patrimonios, hecho este que no se corresponde con la realidad, pues son numerosísimos los documentos internacionales elaborados sobre grupos patrimoniales concretos (patrimonio arqueológico y subacuático, patrimonio arquitectónico y urbano, itinerarios culturales, paisajes culturales, etc.) o sobre actividades tutelares específicas (restauración, interpretación, exportación, etc.) (Moreno de Barreda, 1994; Salmerón, 2004; Martínez Justicia y Sánchez-Mesa Martínez, 2008).

			La inexistencia de un concepto general y consensuado sobre el patrimonio histórico nos parece una carencia de primer orden que debería solventarse desde el ámbito internacional a través de una Convención auspiciada por la UNESCO2, hecho este que prácticamente nadie reclama, lo que nos sitúa ante uno de los primeros problemas del mismo: la aparente falta de necesidad de un concepto general a nivel internacional, lo cual, más que evidenciar un consenso sobre su existencia (o no existencia), lo que está mostrando es un acuerdo tácito para su fragmentación o su aborde parcial por tipos de bienes, por ámbitos geográficos, culturales o institucionales, por identidades nacionales o por cualquier otro tipo de criterio. La fragmentación (que necesariamente deviene o devendrá en desintegración) del patrimonio histórico como gran problema (aunque ausente, dada su impercepción como tal) del presente.

			A pesar de la ausencia de estos referentes normativos, podemos concluir que el término más utilizado en la actualidad es el de patrimonio cultural, en cuanto que el valor cultural es el instituido internacionalmente desde la década de los sesenta del siglo XX como identificador del conjunto de bienes a proteger, hecho este, no obstante, que ni invalida otros conceptos similares como el de patrimonio histórico (como lo demuestra su utilización, por ejemplo, en la normativa española vigente) ni tampoco lo valida como concepto definitivo, ya que la propia UNESCO usa (aunque sin ninguna base normativa que lo ampare oficialmente) habitualmente el de patrimonio (sin adjetivación) como concepto aglutinador de la diversidad de bienes (y actividades) objeto de su atención.

			En este sentido, la definición más reciente realizada por un organismo internacional en un contexto normativo es la contenida en la Convención de Faro o Convención del Consejo de Europa sobre el valor del patrimonio cultural para la sociedad, aprobada en Faro el 27 de octubre de 2005, en la que se señala que

			Le patrimoine culturel constitue un ensemble de ressources héritées du passé que des personnes considèrent, par-delà le régime de propriété des biens, comme un reflet et une expression de leurs valeurs, croyances, savoirs et traditions en continuelle évolution. Cela inclut tous les aspects de l’environnement résultant de l’interaction dans le temps entre les personnes et les lieux (Conseil de L’Europe, 2009: 226)3.

			Un concepto que, más allá de la utilización del habitual término patrimonio cultural, presenta muchas dudas (especialmente la consideración de los bienes como recursos) y que, en todo caso, refleja la flexibilidad, la laxitud y la libertad con las que cada institución maneja este concepto, lo que permite que cada una de ellas, en función del papel (y el protagonismo) que desempeñe en este campo, se pronuncie de forma autónoma en torno a esta sustancial cuestión. Es lo que sucede, por ejemplo, con la más que discutible definición que aporta el Instituto Andaluz del Patrimonio Histórico (IAPH):

			El concepto de patrimonio cultural es subjetivo y dinámico, no depende de los objetos o bienes, sino de los valores que la sociedad en general les atribuyen en cada momento de la historia y que determinan qué bienes son los que hay que proteger y conservar para la posteridad.

			La visión restringida, singular, antigua, monumental y artística del patrimonio del siglo XIX será superada durante el siglo XX con la incorporación del concepto de valor cultural4.

			Esta definición nos remite a un hecho ciertamente discutible y es la abundancia de definiciones y aproximaciones que encontramos en todo tipo de ámbitos o instituciones, lo cual es consecuencia no solo de esta falta de referentes teóricos de los que hablamos, sino de una situación aún más grave: el enorme desconocimiento que existe sobre el patrimonio histórico (y aún más sobre la tutela) en la sociedad en general y, en especial, en instituciones, organismos, administraciones, asociaciones, etc., relacionados directa o indirectamente con el patrimonio histórico, lo cual da lugar a concepciones deformadas o prejuiciosas del mismo.

			En relación con esta cuestión de los prejuicios patrimoniales, siempre nos gusta hacer referencia a la «excepción cultural» (por utilizar, aunque en sentido negativo, este concepto referido a la exención de la cultura de los acuerdos de liberalización del comercio internacional de la Organización Mundial del Comercio [OMC]) existente en el patrimonio histórico en cuanto a las limitaciones del derecho de propiedad. De forma general, la imposición de servidumbres a un propietario (sobre todo, privado) por cuestiones patrimoniales (utilización de determinados materiales en una restauración, imposibilidad de destruir o exportar un bien, etc.) se observa como injusta e ilegítima, lo que deriva en una exigencia a la administración competente para que asuma su coste. Sin embargo, las limitaciones impuestas a nuestras propiedades en otros ámbitos de la vida (seguridad vial, animal y ciudadana, ordenación del territorio, usos de la vivienda, etc.) se asumen (aunque sea resignadamente) como necesarias y legítimas limitaciones en función del cumplimiento de la función social de la propiedad, es decir, del interés general. En este mismo sentido, consideramos que sería necesario que desde el ámbito académico e institucional se rechazara la falta de criterio con el que en numerosos documentos o informaciones de todo tipo se hace referencia al concepto de patrimonio histórico, utilizándose de forma indiscriminada y sin sentido todo tipo de términos, mezclando valores generales con particulares, utilizando valores que no tienen ningún tipo de sustento legal o científico, etc.

			Si nos trasladamos al ámbito historiográfico, obviamente nos encontramos con multitud de reflexiones, estudios y propuestas en torno al concepto de patrimonio histórico, aunque en ningún caso se consigue superar esta conclusión anunciada y que tomamos como presupuesto de partida para nuestra propuesta: la inexistencia de una definición consensuada, o más o menos canónica, de patrimonio histórico y, derivado de ello, un acuerdo sobre sus elementos constitutivos. Aunque hay todo tipo de acercamientos, son pocos los que abordan de forma expresa la construcción científica de este concepto dando cabida a todas las dimensiones que lo conforman. Fluctúan en torno a aspectos como la identificación y el efecto de los valores o significados que lo sustentan, su construcción histórica, la descripción tipológica de sus elementos integrantes, la relación de instituciones nacionales o internacionales con competencias o cometidos en este campo, la caracterización, en este caso sí, de tipos de patrimonios específicos como el industrial, el arqueológico, el cinematográfico, etc. En definitiva, un sinfín de propuestas y acercamientos que en ningún caso nos permiten responder de forma precisa a la pregunta de cuáles son los principios constitutivos del patrimonio histórico.

			En este sentido, resulta más necesario (y urgente) que nunca volver a aquellas primeras y pioneras construcciones patrimoniales de los padres fundadores de la disciplina (John Ruskin, William Morris, Max Dvorak, Georg Dehio, Alois Riegl, Leopoldo Torres Balbás, Jeroni Martorell, Paul Leon, Gustavo Giovannoni...) e incluso a las iniciativas institucionales surgidas con esta misma vocación (Comisión Franceschini, Cartas del Restauro, Plan General de Bienes Culturales de la Junta de Andalucía, Memorabilia, etc.), ya que en ellas sí que encontramos propuestas, criterios para abordar de forma global cómo se construye el concepto de patrimonio histórico y, a partir de ahí, cómo se valora e interviene sobre él, pues no es posible definir qué es el patrimonio histórico sin determinar el alcance y los efectos de su reconocimiento, así como el de todos los agentes que participan en él. Esta vuelta a los orígenes científicos de la tutela no es, como antes decíamos, un ejercicio de nostalgia patrimonialista, sino una reivindicación de los principios científicos de un campo del saber sumido hoy en día en una profunda crisis y desorientación.

			Frente a esta situación descrita, si nos trasladamos al ámbito jurídico, al de las leyes de patrimonio histórico de los diferentes países (sean de carácter nacional o regional), aquí la situación que nos encontramos es totalmente diferente. Todas las leyes (en todos los países y en todas las épocas) construyen su sistema de protección a partir de una definición primera y precisa del objeto legal, es decir, del concepto de patrimonio histórico. Es en estas detalladas y concretas definiciones legales (por ejemplo, en el caso español) donde mejor podemos ir observando cómo ha ido evolucionando el concepto de patrimonio histórico, tanto en relación con el tipo de bienes susceptibles de ser protegidos (y, por lo tanto, integrantes del patrimonio histórico) como con los valores que posibilitan esta protección. Es tal la claridad, la precisión y la potencia de estas definiciones que la mayoría de los autores que realizan estudios sobre el concepto de patrimonio histórico las toman como principal referencia. Si bien esta conceptualización del patrimonio histórico en el ámbito legal es de una gran relevancia (para nosotros, es la que más se acerca a la forma plena de identificar el patrimonio histórico según los principios que luego expondremos), tampoco consideramos que pueda tomarse como referencia conceptual definitiva, ya que presenta importantes limitaciones, como su excesiva dependencia de las técnicas jurídicas empleadas en la construcción del sistema de protección en el que se enmarcan, la remisión al ámbito extrajurídico de la mayoría de los conceptos utilizados (los denominados conceptos jurídicos indeterminados, como lo son precisamente los valores protegidos por estas leyes) o el limitado alcance de sus preceptos al ámbito geográfico o administrativo de aplicación de la ley.

			Partiendo de estos considerandos, y tomando como referencia la historia de la tutela a nivel general e internacional, vamos a hacer una aproximación a los principios constitutivos que consideramos deben estar presentes en la definición del concepto de patrimonio histórico, la cual también vamos a aportar como lógica derivación de estos principios.

			
LA FUNDACIÓN DEL PATRIMONIO HISTÓRICO EN EL SUJETO: INTERÉS PÚBLICO, UNIVERSALIDAD Y VALORES


			De forma categórica debemos afirmar que el patrimonio histórico (con independencia del concepto o la formalización utilizada) surge en el momento en el que los objetos (en su sentido más amplio posible) del pasado (el de las culturas precedentes, pero subsistentes en el presente) adquieren un significado (valor, interés, importancia...) relevante para las personas (del presente), entendidas como individuos o como sujeto colectivo. Es decir, surge cuando se conforma una conciencia social sobre la significación personal o colectiva de esos bienes. Y eso se produce, igualmente, de forma categórica, con el nacimiento de la contemporaneidad, de la modernidad (el propio Viollet-le-Duc reconocía que la restauración monumental era una actividad moderna), la cual podemos simbolizar (como la propia contemporaneidad) en la Revolución francesa y, en particular, en la contradictoria identificación de los bienes de la Iglesia o la Monarquía destruidos por los movimientos revolucionarios como símbolo del derrocamiento del Antiguo Régimen con los honorables vestigios del origen, la confirmación y la grandeza de la nación francesa, entendida esta como manifestación de la soberanía popular (Mayral Buil, 2003: 66). Las instrucciones sobre la forma de inventariar y conservar todos los objetos que puedan servir a las artes y las ciencias, aprobadas por la Convención Nacional Francesa en 1793, o el nacimiento del primer museo público en 1800, el Museo de Monumentos Franceses, constatan este interés general o público (Choay, 2007).

			Antes de este momento iniciático existían, en cuanto actitudes respetuosas con el pasado, acopio, exhibición, mercado, respeto, imitación, adecuación funcional o estudio de objetos del pasado, aunque siempre con un carácter privativo, excluyente, selectivo o clasista. Se carecía del imprescindible reconocimiento social, de su apropiación colectiva. De forma habitual, se denomina a este surgimiento de la conciencia social sobre los bienes del pasado, es decir, al nacimiento del patrimonio histórico, como la constatación de que este es una construcción social (Prats, 1997: 19-38), lo cual nos suscita numerosas dudas, a menos que consideremos que la propia cultura o sociedad humana debemos observarla siempre y en todos los casos como una construcción social.

			De esta constatación (o, más bien, paradigma) se deducen dos consecuencias lógicas. La primera de ellas, que existen una serie de valores o significados en esos objetos del pasado que son los causantes de su reconocimiento social, lo cual nos obliga a identificarlos, tanto en el momento iniciático de la tutela, especialmente en ese momento, como en su devenir histórico. La segunda, que ese reconocimiento ciudadano deviene necesariamente en interés colectivo, en interés público o general. Los objetos del pasado, con independencia de su propiedad (tanto la actual como la que los generó en su momento) se convierten en bienes de carácter público o comunitarios, hecho este percibido muy claramente desde los albores del patrimonio histórico y que podemos identificar en las palabras proféticas de Victor Hugo, quien sentenciaba que «hay dos cosas en un edificio: su uso y su belleza. Su uso pertenece al propietario y su belleza a todo el mundo [...], destruirlo es entonces sobrepasar un derecho» (Hugo, 1832: 26).

			Interés general o colectivo que necesariamente (de ahí que de nuevo hablemos de paradigmas o principios del patrimonio histórico) nos conduce a la legitimación (y obligación) de las administraciones públicas (el Estado, en cualquiera de sus formas históricas, administrativas o políticas contemporáneas) para intervenir en la protección de los bienes objeto de valoración social, lo cual nos remite a principios como el requerimiento de acción o la condición formal de los bienes históricos (todo ello con independencia de la necesidad de un modelo de Estado con capacidad para intervenir sobre la realidad social, cultural y especialmente sobre la propiedad privada), que luego analizaremos y que ahora nos permite simplemente recordar una premisa para nosotros ineludible:

			El patrimonio histórico no es una realidad en sí mismo que concluye su propia conformación científica en el reconocimiento y estudio de su constitución material y significativa. Requiere ineludiblemente la puesta en marcha de iniciativas que hagan del mismo una realidad comunicada, aprehensible (Castillo Ruiz, 2004: 14).

			Iniciativas muy diversas que podemos denominar genéricamente como tutela o protección, la cual se manifiesta como el ámbito científico o incluso disciplinar desde el que abordar el conocimiento o la intervención en el patrimonio histórico.

			Interés público o general que nos ofrece un parámetro muy válido para observar una de las cuestiones más complejas del patrimonio histórico, como es la de su alcance social. En la actualidad, como luego analizaremos, existe una gran confusión en torno a la dimensión social del patrimonio histórico, especialmente a raíz de la abrupta irrupción de los bienes inmateriales en el ámbito patrimonial y su reclamación de las identidades y particularidades locales, de la relatividad y la diversidad culturales, de la pluralidad de los grupos sociales implicados, por lo general confrontados con otras dimensiones de lo social de alcance nacional o universal. Frente a esta confusión (este desborde social), debemos reclamar la naturaleza fundacional del patrimonio histórico, que no es otra cosa que el referido interés público o general, el cual nos remite ineludiblemente a la persona, irreductible a cualquier otra cosa que no sea su unicidad y, por ende, universalidad. Una universalidad (tan presente en tantos ámbitos del patrimonio histórico y ya instituida como principio fundamental por Alois Riegl en su iniciático estudio de El culto moderno a los monumentos y que, según Amadeo Bellini, tiene su origen en la concepción espiritualista del arte propugnada por Ruskin —también Françoise Choay subraya la universalidad contenida en el valor de piedad de Ruskin [Choay, 2007: 123]—, para quien la obra producida en un cierto tiempo y lugar «no pueda ser considerada propiedad de este o aquel individuo, o grupo social, sino patrimonio espiritual de todos, y todos tienen interés en que sea conocida y apreciada, conservada» [Bellini, 1986: 33]) que, frente a su identificación con principios absolutos e invariables, acoge todas las particularidades sociales o culturales del ser humano, pues,

			en efecto, el universalismo moderno se fundamenta en una ideología individualista que defiende la autonomía y la libertad del individuo, emancipado de las creencias y de las dependencias colectivas [...]. Pero el individuo es portador de diferencias, de cualidades relativas, de puntos de vista irreductiblemente parciales: el universalismo tiende a calificarse, entonces, como una aceptación indiscriminada de relativismos (Giner y Scartezzini, 1996: 24).

			Es ese interés general (con su derivación universalista) el que ha permitido convertir con el paso del tiempo el patrimonio histórico en un derecho fundamental de las personas, derecho no solo remisible a un ámbito nacional, siendo recogido por tantas constituciones nacionales (en el caso español, desde la Constitución republicana de 1931), sino en un derecho humano universal, tal y como apuntan todas las iniciativas de internacionalización de la tutela, en especial, la Convención sobre la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural o, sobre todo, la consideración por primera vez de la destrucción de este Patrimonio Mundial como crimen contra la humanidad, que es lo que ha sucedido con la pionera y muy trascendente condena en 2016 de Ahmad al-Faqi al-Mahdi, alias Abu Turab, por parte de la Corte Penal Internacional, por haber participado en la destrucción de diez tumbas sagradas y una mezquita en Tombuctú (Mali) (Vacas Fernández, 2016). En este sentido, ha sido el referido Convenio de Faro de 2005 «el primer instrumento internacional que reconoció explícitamente el vínculo entre el derecho al patrimonio cultural y los derechos humanos» (Pabón Cadavid, 2018: 101), al establecer en su artículo primero: «Los Estados parte del presente Convenio acuerdan: a) reconocer que los derechos referentes al patrimonio cultural son inherentes al derecho a tomar parte en la vida cultural, consagrado en la Declaración Universal de Derechos Humanos».

			El patrimonio histórico como un derecho fundamental (López Bravo, 1999; García Fernández, 2008; Blanc Altemir, 1992; Prieto de Pedro, 1992; Henares Cuéllar, 2014; Pérez-Prat, 2014), que nos parece un antídoto infalible contra cualquier intento de desvanecer y desacreditar la objetividad, la permanencia y la continuidad del patrimonio histórico como tal realidad ante la reclamación exclusiva y excluyente, aunque lógicamente legítima, de cualquier sociedad o grupo en busca de su memoria o identidad; aspiración esta que, lógicamente, debe estar garantizada y reconocida como derecho de los pueblos, tal y como quedó sancionado en la Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad Cultural aprobada por la Asamblea General de la UNESCO en 2005, en la que se señala que

			la cultura adquiere formas diversas a través del tiempo y del espacio. Esta diversidad se manifiesta en la originalidad y la pluralidad de las identidades que caracterizan los grupos y las sociedades que componen la humanidad. Fuente de intercambios, de innovación y de creatividad, la diversidad cultural es, para el género humano, tan necesaria como la diversidad biológica para los organismos vivos. En este sentido, constituye el patrimonio común de la humanidad y debe ser reconocida y consolidada en beneficio de las generaciones presentes y futuras.

			La diversidad cultural como derecho fundamental de todos los pueblos, pero diferenciado del patrimonio histórico como derecho fundamental de todas las personas. El reto será discernir y evitar las colisiones entre ambos, lo mismo que se hace con el resto de los derechos fundamentales de las personas contenidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos y demás declaraciones universales.

			Un derecho fundamental no de los pueblos o las personas del presente, sino de todas las generaciones venideras, de ahí el carácter de permanencia y continuidad del patrimonio histórico. Porque, si hay una reclamación que está en la esencia de este concepto (y que supone la verdadera fundamentación científica del mismo, operada a partir de los modelos de restauración mediadores elaborados por Camilo Boito, Dvorak, Giovannoni o Torres Balbás), es la necesidad de que el conocimiento y el disfrute de los bienes del pasado no sean un privilegio de las generaciones actuales, sino, sobre todo y principalmente, de las generaciones futuras. De ahí los criterios de restauración para evitar la destrucción y la alteración de estos vestigios, de ahí las medidas de control de los propietarios para que mantengan en adecuado estado de conservación sus bienes, de ahí las normas para evitar el expolio y las exportaciones ilegales de bienes a otros países... Las generaciones venideras como gran objetivo pero, sobre todo, como gran principio del patrimonio histórico que nunca debemos perder de vista en cualquier fundamentación o caracterización que queramos hacer de él.

			Es más, desde esta perspectiva, la confrontación (y no la simple evolución) expresada por la historiografía patrimonialista entre el concepto de patrimonio histórico como símbolo de la nación (del Estado-nación decimonónico arraigado en las premisas históricas y culturales del Romanticismo y donde el monumento nacional desempeña un papel central) (Choay, 2007; González-Varas, 2014 y 2015) y el patrimonio histórico como representación (en este caso, ya bajo la denominación de patrimonio cultural) de la diversidad cultural expresada y reclamada por cada grupo social, etnia, colectivo o comunidad, creemos que pierde fuerza como expresión de la evolución del concepto de patrimonio histórico, ya que ambas dimensiones identitarias no son más que formas complementarias de manifestar y formalizar el interés general (la universalidad) del patrimonio histórico, el cual persiste con independencia de su apropiación por parte de un determinado colectivo social.

			Identidades, sean nacionales, regionales, locales o específicas de grupos sociales, que nos remiten a la otra consecuencia antes comentada del reconocimiento social de la importancia de los bienes del pasado: la de los significados o valores que la sociedad reconoce en dichos bienes. Unos valores o significados cuyo rasgo principal

			es su desvinculación del objeto que lo acoge y materializa y su fundación en el sujeto que lo aprehende y experimenta. Solo esta vinculación con el hombre, con sus necesidades vitales, tanto materiales como inmateriales (deseo de formación y conocimiento, búsqueda de referentes de identidad, tanto individual como colectiva, necesidad de esparcimiento, de enriquecimiento, etc.) es lo que permite que la protección sea extensible a una masa de objetos tan dispar en lo material y en los contenidos (tanto la Alhambra como un disco o un diente de homínido pueden ser patrimonio histórico). Es, además, la razón que explica que existan tipologías de bienes tan extensivas como las de Patrimonio Mundial o de la Humanidad o, así mismo, permite validar concepciones tan difusas y omnicomprensivas como las actuales de Patrimonio o Paisaje en la que se incluyen unitariamente tanto los bienes culturales como naturales (Castillo Ruiz, 2004: 14).

			La fundación en el sujeto como máxima, entonces, como principio constitutivo del patrimonio histórico desde el mismo momento de su conformación, lo que nos lleva a poner en duda la extendida afirmación de que dicha subjetividad comienza con la instauración del valor cultural como definidor del mismo, a raíz del denominado «giro etnográfico del patrimonio» (González Alcantud, 2003: 13) operado en la década de los sesenta del siglo XX con la utilización del concepto de patrimonio cultural, el cual, efectivamente, supone un cambio respecto a la caracterización anterior pero que, ya veremos, sería sobre todo de carácter tipológico (ampliación del tipo de bienes a proteger) y temporal, al superarse con este concepto la distinción entre pasado y presente a raíz del reconocimiento de los bienes etnológicos, especialmente los de carácter inmaterial, e incluir la patrimonialización de la tradición. Creemos que no se puede confundir el reconocimiento patrimonial de bienes inmateriales o intangibles con la subjetivización del patrimonio histórico, ya que esta no radica en la condición de los objetos (aunque sean personas las protegidas como en los Tesoros Humanos Vivos), sino en su significación para las personas y eso sucede desde el mismo nacimiento del patrimonio histórico.

			En este sentido, conviene recordar que fue Alois Riegl quien percibió claramente, a principios del siglo XX, esta dimensión subjetiva de los valores patrimoniales, monumentales, en su caso, al instituir el valor de antigüedad, de inequívoca constitución en el sujeto, como el más moderno y extensivo de los valores monumentales. La antigüedad (como expone en su obra Proyecto para una organización legislativa de la conservación en Austria5, en la que se incorpora, como necesaria fundamentación teórica, el ya referido texto El culto moderno a los monumentos: caracteres y origen) se manifiesta a través de las huellas que el paso del tiempo deja sobre un monumento (pátina, deterioro físico, destrucción de alguna parte, etc.), lo que lo convierte en antiguo, en cuanto oposición o negación de su condición moderna. Si bien estas huellas son un dato objetivo, fácilmente identificable, el reconocimiento de las mismas a través de los mecanismos perceptivos convierte este valor de antigüedad en sustancialmente subjetivo, ya que, como indica el autor, no se trata de un mecánico registro formal de esas huellas, sino, sobre todo, de la activación de una carga emocional en el sujeto ante la constatación de una señal inequívoca del paso del tiempo, del devenir histórico (Riegl, 1987: 49-56; Castillo Ruiz, 1998).

			Pero con independencia del valor de antigüedad de Riegl (el cual apenas ha tenido una traslación a la normativa patrimonial, al menos de forma literal), ¿cuáles son esos valores o significados tan relevantes que a lo largo de la historia han permitido desde arraigar naciones, diferenciar culturas y etnias, controlar el desarrollo de ciudades y territorios hasta convertirse en patrimonio común de la humanidad?

			La respuesta que necesariamente debemos dar a esta crucial pregunta es que estos valores son múltiples, muy diversos y de muy diferente escala y dimensión, lo cual ha conducido a crear una gran confusión en el ámbito patrimonial en relación con su identificación, priorización o jerarquización.

			Para intentar clarificar esta compleja situación en relación con la axiología del patrimonio histórico, consideramos que, más que identificar y describir cada uno de los valores o singularizar los más relevantes, deberíamos proceder a diferenciarlos en función de su naturaleza y, sobre todo, del papel que desempeñan en la construcción de la realidad patrimonial. Desde nuestro punto de vista, habría que diferenciar entre valores (o valores objetivos, si queremos diferenciarlos del concepto general de valores), significados y aprovechamientos. De estos, y siguiendo la clásica distinción riegliana entre valores rememorativos (los que propician la protección de un bien) y los valores de contemporaneidad (los asociados a estos valores, pero que no son objeto de protección, como el valor artístico o el instrumental), podemos hacer una diferenciación entre los valores y significados, los cuales son los que justifican y legitiman la protección de un bien, de ahí que sea necesario que tengan relevancia para los ciudadanos en el presente (con independencia de cómo se asignen y reconozcan esos valores), y los aprovechamientos, los cuales tienen que ver con la utilización o instrumentalización de esos bienes desde un punto de vista material o económico en el presente.

			Los valores objetivos (en cuanto que radican en el objeto, en el bien objeto de protección; en adelante, solo valores) hacen referencia a las cualidades o contenidos objetivos de cada uno de los tipos de bienes en función de su naturaleza material o inmaterial, los cuales se corresponden con una clasificación y codificación científicas de los mismos. Nos referimos a los valores histórico, artístico, arqueológico, etnológico, científico y todos aquellos otros introducidos a lo largo de la historia del patrimonio histórico6 y presentes sobre todo en las leyes, ya que se utilizan para la necesaria clasificación del conjunto de bienes de cara a la determinación de su preciso régimen de protección.

			Son valores de carácter objetivo y científico cuya existencia es independiente de su condición patrimonial (las obras de arte, los documentos o los objetos científicos, también las fiestas y celebraciones, existen en la actualidad y constantemente se están creando nuevos), por lo que su consideración patrimonial, al margen de por la relevancia del propio objeto, viene determinada fundamentalmente por su condición histórica o, dicho de otra manera, por la relevancia artística, documental, etnológica o científica manifestada desde una perspectiva histórica. Esta constatación sitúa al valor histórico como un valor central y determinante de la propia condición del patrimonio histórico, de ahí que se haya constituido en un valor general e identificador del conjunto de bienes a proteger.

			Esta constatación, que va vinculada a otros presupuestos patrimoniales, como su carácter aglutinador o su condición de pasado, queda en cierta manera en entredicho con la aparición del valor cultural. Con el surgimiento del concepto de patrimonio cultural, los diferentes intereses artístico, etnológico, científico, documental, etc., pasan a convertirse en valores culturales, y los bienes en los que se manifiestan, en bienes integrantes de la cultura. Entonces, ¿queda superada y clausurada la dimensión histórica, el valor histórico de estos bienes? Desde nuestro punto de vista, rotundamente no, ya que el proceso de patrimonialización que necesita un determinado bien para convertirse en patrimonio histórico (el tránsito patrimonial del que luego hablaremos) requiere no solo disponer de una relevancia en función de su naturaleza material u objetiva (a cualquier obra salida de la mano de Antonio López, Miquel Barceló o Rafael Moneo se le presupone un alto valor artístico que en absoluto justifica su consideración patrimonial), sino de un proceso de resignificación, el cual solo es posible abordar desde una perspectiva histórica que, como luego veremos, se identifica con la condición de pasado, de ahí que adquiera una dimensión esencial el tiempo (Péquignot, 2012: 122). Una resignificación que requiere formalizarse a través de alguno de estos valores para poder establecer un sistema de protección adecuado, lo cual necesita la participación de los profesionales de cada una de estas disciplinas implicadas7.

			El concepto de patrimonio cultural sin duda ha supuesto una gran renovación en la conceptualización del patrimonio histórico, hecho este aún más trascendente si lo unimos a la teoría de los bienes culturales con la que va vinculada, que es la que sustenta gran parte de los sistemas tutelares modernos, pero en absoluto debemos considerarlo como opuesto o liquidador del valor histórico, ya que este no es tanto un valor en sí mismo (de hecho, en todas las leyes se reconoce el valor histórico como un valor específico y diferenciado del artístico y de los demás valores y que está referido a los hechos históricos o personajes relevantes de la historia) como una condición, la cual no queda invalidada por el valor cultural, ya que, desde nuestro punto de vista, este debe entenderse desde una perspectiva histórica. Quizás aquí haya que subrayar con mucho ímpetu la definición del documento iniciático en relación con el concepto de patrimonio cultural, la Comisión Franceschini, donde se define el patrimonio cultural vinculado a la historia de la civilización:

			Pertenecen al patrimonio cultural de la nación todos los bienes que constituyan una referencia sobre la historia de la civilización. Están sujetos a la ley los bienes de interés arqueológico, histórico, artístico, ambiental y paisajístico, documental y bibliográfico y cualquier otro bien que sea un testimonio material dotado de valor de civilización (Commissione Franceschini, 1967).

			Desde este perspectiva, el concepto de patrimonio cultural no puede entenderse como una refundación o renovación profunda y radical del concepto de patrimonio histórico (o, más bien, del concepto existente hasta entonces, el cual no era único, ni siquiera este), sino como una ampliación y extensión (y por tanto continuidad) del concepto anterior, ya que, de hecho, la mayoría de los valores y tipos de bienes reconocidos con la instauración del patrimonio cultural ya estaban reconocidos y amparados con el concepto anterior, el de Monumento Histórico o Patrimonio Histórico-Artístico, tal y como reflejan las diferentes leyes de patrimonio histórico existentes hasta ese momento. Lo que permite el concepto de patrimonio cultural es situar como elemento globalizador e identificador del conjunto de bienes a proteger un valor, el cultural, científicamente más acorde y reconocible (incluso socialmente) con la diversidad y pluralidad de bienes ya reconocidos como protegibles hasta ese momento, permitiendo, además, a partir de ahí, darle un soporte más adecuado al patrimonio etnográfico, incluido el inmaterial, cuya identificación con la tradición tenía difícil cabida en el concepto de historia, dada su sutil, pero importante, diferencia.

			Por eso no entendemos (lo cual nos lleva a rechazarlo de forma muy vehemente) cómo ha sido posible que en el ámbito historiográfico (especialmente desde la antropología) se haya generalizado el argumento (para nosotros, totalmente improcedente e infundado) de que el reconocimiento patrimonial de lo etnográfico y, por extensión, del patrimonio cultural, se base y fundamente en su oposición y confrontación con el patrimonio histórico-artístico (concepto, además, cuya amplitud no se reconoce, dada su simplista identificación con los objetos artísticos de carácter más institucional; resulta en este sentido casi ofensivo tener que recordar aquí el temprano y sustancial entendimiento ya a finales del siglo XIX de la historia del arte como historia de la cultura auspiciado por Burckhardt), al que se califica (más bien se le acusa), de ser elitista, oficialista, clasista, símbolo del poder establecido, objetual, monumental, descontextualizado...; calificativos a los que se oponen los reconocidos en el patrimonio etnológico (y, por extensión, en el patrimonio cultural) y que tienen que ver con lo popular, lo colectivo, lo social, lo territorial, la diversidad, la pluralidad y, por extensión, lo inmaterial, lo simbólico, lo identitario. Es aquí donde la antropología sitúa ese giro del objeto al sujeto operado en el concepto de patrimonio histórico, ahora cultural:

			En gran medida podemos hablar de un reencuentro entre sujetos y objetos que va a cuestionar el valor en sí mismo de los testimonios considerados relevantes (obras de arte, monumentos) para reafirmar que su principal activo es precisamente la intangibilidad de unos valores que refieren a su condición de testimonios de la cambiante evolución de una determinada actividad (Agudo Torrico, 2005: 199).

			Dicho giro, desde nuestro punto de vista, no se sostiene, ya que, como hemos expuesto anteriormente, la subjetividad no tiene que ver tanto con la condición inmaterial del bien a proteger como con el reconocimiento social de los valores existentes en estos bienes, sean materiales o inmateriales, y eso es consustancial al patrimonio histórico desde su nacimiento.

			Queremos en este momento hacer una reivindicación de la relevancia social, cultural, histórica, simbólica, identitaria, urbana, territorial, paisajística, además de la económica y turística, del patrimonio histórico-artístico; dimensiones y valores todos ellos que en absoluto son contradictorios ni anulan al resto de los valores y bienes, como pueden ser los de carácter etnológico. Una relevancia que es la apreciada y reconocida por la sociedad y que es la que justifica la consideración de los objetos artísticos, y en función de su condición artística, como bienes integrantes del patrimonio histórico.

			Lo mismo podemos decir de los otros valores objetivos reconocidos en las leyes de patrimonio histórico, como el arqueológico, el científico, el documental, el bibliográfico, el industrial, etc. Existe un incontestable reconocimiento social (más o menos explícito, más o menos amplio) de la relevancia que para la historia de la cultura, para la historia del hombre, han tenido este tipo de objetos (los avances científicos y técnicos, los libros, fotografías, planos, discos o películas creados a lo largo de la historia, las huellas de los grandes acontecimientos históricos, como batallas, conquistas, revoluciones, descubrimientos, etc., los vestigios de las diferentes revoluciones industriales y tecnológicas, o los de la agricultura, la ganadería o la silvicultura, que permanecen como testimonio del aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, etc.) y que son los que, junto con los significados asociados que luego analizaremos, sostienen, justifican y propician la existencia del patrimonio histórico. Trascendencia e interés que radican en estos valores, en estos contenidos objetivos y no solo en su capacidad para generar significados identitarios o de otro tipo, como ahora veremos. Negar que la protección de la Alhambra o la Capilla Sixtina se hace principalmente por su excepcional calidad artística, por ser obras magnas de la capacidad creativa del hombre, es simplemente inaceptable.

			Valores, entonces, de ineludible dimensión social, pero que deben ser determinados, identificados y valorados por los profesionales o científicos competentes de cada uno de estos elementos en función de las disciplinas existentes. A ellos les corresponde decidir (al margen del papel decisorio que tiene la administración patrimonial, el poder político, en suma, como luego veremos, derivado de la condición formal del patrimonio histórico) qué es y qué no es patrimonio histórico y no porque los historiadores del arte y demás disciplinas nos hayamos convertido en los burócratas (González Varas, 2014: 29) que elaboran el discurso autorizado del patrimonio (Smith, 2006: 197-206), sino que con el «desarrollo de las ciencias y las artes, la autoridad patrimonial ha pasado a ser netamente científica, al fundamentarse siempre en un conocimiento experto» (Mayral Buil, 2003: 74).

			Por las razones señaladas, y reconociendo el importante avance que supuso el concepto de patrimonio cultural, que lo ha convertido en el concepto más utilizado en el presente, es por lo que preferimos utilizar el concepto de patrimonio histórico, ya que reconoce y asume la condición histórica como prevalente, lo cual no le resta amplitud al tipo de bienes van a proteger (hace tiempo que la historia ha asumido la cultura material del pasado como su objeto de estudio, de ahí su profunda renovación con visiones como las de género, la historia cotidiana, los grupos marginados, etc.) ni tampoco vinculación con el presente, ya que la totalidad de los bienes del pasado, los integrantes del patrimonio histórico, desempeñan un papel central en la conformación y el funcionamiento de nuestro contexto urbano, territorial, económico, social o cultural, de ahí la diversidad y la relevancia de las políticas tutelares (restauración, planificación urbanística, puesta en valor, etc.). Tampoco con este concepto anulamos la relación entre los bienes culturales y los naturales, ya que los territorios (los paisajes culturales), objeto de protección a raíz de la nueva conceptualización del patrimonio, también son (necesariamente) los conformados históricamente. Incluso tiene perfecta cabida el patrimonio cultural inmaterial —o la patrimonialización del hombre que nosotros proponemos (Castillo Ruiz, 2007)—, pues la tradición tiene un ineludible origen histórico, aunque tenga continuidad en el presente. En este sentido, es importante apuntar que a pesar de la habitual calificación del patrimonio histórico como un concepto obsoleto y superado por el de patrimonio cultural, realmente no es un concepto que haya sido utilizado prácticamente en ningún ámbito, ya que el concepto predominante con anterioridad al de patrimonio cultural era el de patrimonio histórico-artístico. Identificarlo en ese caso, como suele hacerse para deslegitimarlo, con el monumento histórico nos parece totalmente inadecuado e improcedente, además de un enorme desconocimiento de la historia tutelar.

			Para concluir esta cuestión de los valores, nos gustaría señalar que no todos los valores que puedan existir en torno a objetos susceptibles de proteger y que tengan un soporte científico o académico son admisibles como valores objetivos patrimoniales. De hecho, las normas son muy restrictivas en relación con estos valores, y la inclusión de un valor nuevo solo se hace tras un largo proceso de maduración científica y reclamación social, tal y como ha sucedido recientemente con el valor industrial. Abordaremos esta cuestión al hablar del problema de la «patrimonialitis» (donde daremos unas claves para diferenciar entre valores patrimonializables y no), aunque es un aspecto que requiere de una investigación en profundidad para conocer (y evaluar) todos los valores que han sido reconocidos formalmente tanto por las leyes de los diferentes países del mundo como por la normativa internacional. Las dudas, por ejemplo, en cuanto al reconocimiento normativo del valor paisajístico, a pesar de la importancia adquirida por la figura del paisaje cultural, o la tendencia a fragmentar el valor artístico en otros valores como el arquitectónico o el urbanístico son buena muestra de lo que hablamos.

			Los significados, el segundo de los tipos de valores identificados, son aquellos contenidos, asociaciones, relatos, simbolizaciones, ideas, emociones, enseñanzas, principios, referencias, etc., de carácter espiritual o inmaterial asociados y vinculados a los valores objetivos antes identificados. Esta caracterización establece ya una premisa que consideramos acertada y correcta. Los significados (no confundir con la importancia del patrimonio histórico para los ciudadanos, pues todos los valores la tienen a raíz de la ya comentada fundación en el sujeto de los mismos) no son los que propician la existencia del patrimonio histórico, para lo cual requieren objetos materiales o inmateriales en los que manifestarse, sino que están derivados o propiciados por los valores científicos y objetivos de estos bienes, es decir, por los propios bienes en cuanto realidad material o inmaterial, por lo que deben estar determinados y condicionados por ellos en cuanto a su reconocimiento, pervivencia o activación. Si el proceder fuera el contrario, el patrimonio histórico estaría sumido en una inestabilidad y variabilidad absolutamente letal para su propia existencia, ya que la naturaleza de estos significados (por ser muy diversos, complejos y mutables) hace inviable que lo utilicemos como criterio para decidir la declaración de un determinado bien como integrante del patrimonio histórico.

			En las últimas décadas, desde el referido giro etnográfico, se ha intentado legitimar esta priorización de los significados en la definición y fundamentación del patrimonio histórico, convirtiendo a la identidad (entendida en sus múltiples manifestaciones, aunque mayoritariamente confrontada con la identidad nacional, la asociada al concepto de monumento nacional y, por extensión, al de patrimonio histórico o patrimonio histórico-artístico), en el elemento definidor de la condición patrimonial de un determinado bien. La identidad (colectiva, aunque también individual), efectivamente, es uno de los significados principales que históricamente se han vinculado al patrimonio histórico (recordemos la constante asociación entre monumento nacional e identidad nacional), por lo que no resulta aceptable que ahora quiera instituirse como moderna fundamentación e identificación del patrimonio histórico (Agudo Torrico, 1999), ni siquiera desde la perspectiva de la pluralidad o diversidad cultural desde la que hoy se enfoca, y ello a pesar de que su uso se haya generalizado como tal identificación, tanto en las leyes como en la historiografía (Carrera Díaz y Dietz, 2005). Recordemos en este sentido la definición contenida en el novedoso II Plan General de Bienes Culturales de la Junta de Andalucía, 1996-2000, en la que se establecía que «Patrimonio es el conjunto de elementos naturales o culturales, materiales o inmateriales, heredados del pasado o creados en el presente, en el que un determinado grupo de individuos reconocen sus señas de identidad» (Plan General de Bienes Culturales, 1993: 9).

			Si tenemos en cuenta que el giro etnográfico del patrimonio histórico, tal y como hemos comentado, se construye desde la oposición y confrontación al patrimonio histórico-artístico (precisamente al que se vincula la identidad nacional), la utilización del valor de identidad como definidor del patrimonio histórico pronto se manifestará insuficiente como fundamentación del mismo, de ahí que haya irrumpido con una fuerza inusitada un nuevo significado, estrechamente ligado a él pero desprovisto ya de conexión alguna con los parámetros patrimoniales tradicionales. Nos referimos a la memoria (o memoria histórica o cultural), en torno a la cual, como ya analizaremos más adelante, se ha construido toda una teoría patrimonialista que consideramos constituye el principal desborde que actualmente sufre el patrimonio histórico, y todo ello impulsado especialmente por una disciplina, la antropología (y, en mucho menor medida, la sociología, aunque ya se está extendiendo a otras disciplinas como la historia, la historia del arte o incluso la arqueología), que si bien reclama (y entendemos que legítimamente) sus competencias para la reflexión sobre la globalidad del patrimonio histórico (como patrimonio cultural), dada la asignación al mismo de un valor cultural, el objeto de su disciplina, han accedido a ella desde una lejana periferia, desde un patrimonio, el etnológico, que ocupa un lugar muy menor (obviamente, siempre desde el punto de vista cuantitativo, pues su importancia cualitativa es igual que la del resto de los valores) en el conjunto de bienes que integran el patrimonio histórico. La implosión que parece haber producido la irrupción del patrimonio cultural inmaterial no modifica esta condición periférica del patrimonio etnológico, pues lo inmaterial en absoluto es privativo de lo etnológico, aunque pueda tener su origen en él o se haya apresuradamente vinculado a él. Periferia patrimonial y temporal, pues, resultan muy esclarecedores respecto a las competencias reclamadas por la antropología para abordar el estudio global del patrimonio histórico que apenas tenga capacidad para analizar una enorme y trascendente etapa de la historia de este, toda aquella que tiene al valor histórico y al histórico-artístico como definidores del mismo, los cuales difícilmente admiten una metodología científica diferente de la propia de estos valores.

			Más adelante abordaremos este concepto de memoria y el impacto (los desbordes) que está produciendo en el concepto de patrimonio histórico, pero ahora es importante señalar que los significados asociados a él van mucho más allá de la identidad en sus múltiples variantes, y todo ello reconociendo la importancia capital de este significado.

			Si observamos de forma general la historia de la tutela, y tomando como punto de partida que dichos significados disponen de numerosas dimensiones y escalas dependiendo del ámbito territorial, social o cultural en el que se generen, así como su historicidad, los que podemos encontrar asociados al patrimonio histórico, además del ya referido de la identidad, son los siguientes:

			— Comprensión de la dimensión histórica del hombre y de sus diferentes formas culturales: la dimensión pedagógica de la historia y la memoria. Aunque el conocimiento histórico lo generan los científicos a través del estudio de cada uno de los valores (bienes/documentos) identificados como valores objetivos (hecho este en sí muy relevante para la ciudadanía, de ahí su consideración como valores patrimoniales), no podemos excluir la significación que tiene el patrimonio histórico como símbolo y expresión de la sucesión de civilizaciones (religiones, conquistas, guerras, creencias, artistas, etc.) producida a lo largo de la historia tanto en un territorio concreto como en cualquier otro lugar del mundo. Esta comprensión y asimilación de la dimensión histórica del hombre es especialmente importante para desarrollar actitudes de respeto y comprensión hacia todos los pueblos y culturas. Además, va asociada a una importante dimensión pedagógica tanto sobre las conquistas y los avances de la humanidad como, especialmente, sobre los horrores cometidos en cualquier época, los cuales deben recordarse como antídoto contra su olvido y su repetición. Es este valor pedagógico el que está muy presente, especialmente en la protección de aquellos bienes del pasado reciente asociados a acontecimientos traumáticos tales como guerras, dictaduras o terrorismo y cuyo reconocimiento va asociado a la idea de memoria. Memoria (individual y colectiva) que, efectivamente, es otro gran significado del patrimonio histórico, pero que debemos observar vinculado a estos otros significados como la identidad o la comprensión de la dimensión histórica del hombre para evitar las distorsiones que está provocando su configuración como referente significativo prioritario del patrimonio histórico tal y como se está postulando en la actualidad.

			— Conformación y desarrollo de la sociedad. El reconocimiento, la conservación, la defensa o el aprovechamiento del patrimonio histórico por parte de la sociedad tienen multitud de efectos sobre su conformación y su desarrollo, muchos de ellos de una gran modernidad y vanguardia: cohesión, inclusión e integración social, participación ciudadana, relación y entendimiento intergeneracional, cultura de la paz, etc. Al basarse la tutela del patrimonio histórico en el reconocimiento, la conservación y él disfrute de bienes muy diferentes procedentes del pasado, inevitablemente esta acción tutelar deviene en actitudes de respeto, de participación, de colaboración. Aunque son estos significados los que deben activarse (Capel, 2014: 148), no podemos olvidar que hay muchas otras actitudes vinculadas con el patrimonio histórico que deben ser evitadas y desterradas, sobre todo, las que tienen que ver con la alteración o la destrucción de bienes históricos, la ocultación, la minusvaloración o la destrucción de otras culturas o fases históricas, etc.

			— Configuración de la personalidad de cada individuo y su desarrollo en sociedad. Al margen de las actitudes que genera el patrimonio histórico en el ámbito social, también son muchos los efectos que el conocimiento y disfrute del mismo (en cuanto parte constitutiva de la cultura) tiene para el desarrollo personal y ciudadano. Este es el sentido, por ejemplo, de la inclusión del patrimonio histórico dentro de los principios constitucionales contenidos en la denominada Constitución cultural de nuestra Constitución de 1978 y cuyo objetivo último es la creación del ambiente adecuado para formar ciudadanos libres e independientes.

			— Conformación del contexto vital físico y humano. El patrimonio histórico, en especial el inmueble, conforma en muchos casos el contexto urbano y territorial en el que la persona habita, por lo que forma parte indisoluble de su desarrollo. Un marco de vida dotado de numerosos valores y que lo diferencia significativamente del resto: dimensiones y escala del espacio y edificaciones más acordes para el hombre, relación armónica con el medio, riqueza de contenidos históricos y culturales, relaciones sociales y vecinales más directas y permanentes, etc.

			Junto a los valores y significados debemos hacer referencia a los aprovechamientos. El patrimonio histórico, en cuanto constituido por los bienes que han conformado la estructura y el funcionamiento de una determinada sociedad (tramas urbanas, edificios de todo tipo, bienes muebles de todo tipo de dimensiones y usos) en el pasado, los cuales siguen manteniendo gran parte de su función en el presente, han dispuesto desde el inicio del concepto de patrimonio histórico de una dimensión económica o funcional fundamental, la cual ha condicionado (y definido) la acción tutelar sobre ellos.

			A partir de esta constatación, la cuestión que se plantea es cuál es el papel que debe desempeñar esta dimensión funcional o económica de los bienes históricos en su valoración.

			Desde la década de los noventa del siglo XX, con la asimilación generalizada del patrimonio histórico como un recurso o factor de desarrollo (Fernández Salinas, 1996; Castillo Ruiz, Cejudo García y Ortega Ruiz, 2009; Manero Miguel y García Cuesta, 2016), esta dimensión económica o productiva se ha incorporado como un valor más que considerar en el proceso de patrimonialización de un bien, un valor que cada vez ha adquirido mayor protagonismo hasta llegar a signar a la totalidad del patrimonio (Rico Camps, 2018), tal y como puede comprobarse en la Convención de Faro de 2005, donde los bienes culturales son identificados ya como recursos (y ello a pesar del adecuado reconocimiento que se hace en este documento de los derechos de todos los ciudadanos sobre estos recursos culturales)8. Una concepción del patrimonio histórico que creemos está ya muy alejada del compromiso social subyacente en los primeros conceptos elaborados también por el Consejo de Europa, especialmente el de conservación integrada contenido en la Carta Europea del Patrimonio Arquitectónico de 1975, para propiciar la interrelación del patrimonio histórico con el contexto social, económico, urbano, territorial, etc., en el que se inserta y que hizo decir a Roberto Di Stefano que la conservación (integrada) no es una acción de mantenimiento, sino una acción de transformación, una actividad productiva, por tanto, orientada hacia la creación de una plusvalía social sobre el patrimonio histórico, la cual, «...obviamente representa una ventaja económica y un beneficio social» (Di Stefano, 1979: 41), plusvalía social resaltada y reclamada constantemente por Ignacio Henares y que le permite decir que los bienes culturales «representan un valor que no es el de cambio, sino una forma de lo axiológico propia y exclusiva» (Henares Cuéllar, 2014: 28).

			Desde nuestro punto de vista, los aprovechamientos, es decir, la dimensión económica, productiva o funcional de un bien, sea mueble o inmueble, deben desvincularse de su valoración, de su proceso de patrimonialización, y trasladarse al ámbito que le corresponde, que no es otro que el de la actuación sobre él. Es decir, el valor económico de un bien o su capacidad para generar riqueza a través de su uso o explotación turística o de otro tipo son factores que deben estar muy presentes en las políticas de protección, gestión y valorización de dichos bienes, pero no pueden determinar la valoración patrimonial que hagamos de ellos, la cual solo debe estar determinada por los valores objetivamente reconocidos en ellos y, complementariamente, por los significados asociados, según la jerarquía axiológica antes expuesta. Proteger un bien en función de su mayor o menor cotización en el mercado o su mayor o menor capacidad de generar riqueza constituye un pernicioso y rechazable ejercicio de selección absolutamente coyuntural y economicista.

			De nuevo debemos volver a los principios constitutivos de la tutela (y a sus fundadores) para clarificar esta cuestión y, en particular, a Alois Riegl, quien diferenció de forma muy acertada entre los valores rememorativos (el rememorativo intencionado, el histórico y el de antigüedad), los cuales son los que justifican y fundamentan la protección de un bien, y los valores de contemporaneidad (el artístico y el instrumental), los cuales son valores que condicionan desde el presente la actuación en los bienes, por lo que hay que tenerlos presentes en las actuaciones sobre ellos, pero que no justifican ni determinan su valoración ni su conservación. Todo esto nos remite otra vez a un principio esencial del patrimonio histórico: la distinción entre pasado y presente. En el pasado es donde residen los valores y significados (aunque expresados desde el presente) que convierten un objeto en patrimonial, mientras que en el presente están los objetivos, las razones y los instrumentos que justifican y activan esta valoración. La tutela aparece entonces como instrumento de interconexión (de activación) entre el contexto humano histórico (el patrimonio histórico) y el contexto humano presente.

			Es desde esta distinción entre valores y significados y aprovechamientos desde la que debemos abordar el análisis y la valoración de los múltiples efectos y dimensiones que actualmente tiene la faceta económica o productiva del patrimonio cultural y que, obviamente, no podemos ni ignorar ni despreciar. Nos referimos, por ejemplo, a la multitud de estudios sobre los fundamentos económicos del patrimonio cultural en el contexto de la economía de la cultura, a los numerosísimos ejemplos de proyectos de puesta en valor de bienes culturales o a los alarmantes procesos de deterioro y destrucción de aquellos bienes sometidos a una insostenible sobreexplotación turística (Greffe, 2003; García Hernández, 2003; Herrero Prieto et al., 2004; Sanz Lara, 2004; Villafranca Jiménez y Chamorro Martínez, 2007; Vicente Hernández, 2007; Troitiño Vinuesa, 2008). Cuestiones todas estas que actualmente conforman la centralidad de las políticas, y sus problemas tutelares, pero que no nos deben ocultar la sencilla pero esencial y fundacional conformación del patrimonio histórico: primero y principal, los valores y significados y, después, el aprovechamiento productivo de los mismos, en cualquier escala y dimensión.

			Solo desde esta perspectiva podremos desactivar o deslegitimar (o reorientar, en algunos casos) presupuestos tutelares dados por indiscutibles en la actualidad como la imposibilidad (técnica, humana y económica) de la administración cultural para afrontar la tutela de la totalidad del patrimonio histórico o la identificación de estas políticas públicas con la limitación, cuando no paralización o momificación, de la capacidad para generar desarrollo o riqueza en estos bienes. Aseveraciones todas ellas que no hacen más que deslegitimar un modelo de tutela (el derivado de los principios científicos del patrimonio histórico que aquí estamos reconstruyendo y que es en gran medida el que tenemos instaurado en España) basado en el reconocimiento de los valores colectivos de los bienes culturales y que en parte se subsanaría otorgando más recursos de todo tipo a las administraciones culturales para afrontar el gran reto de la tutela del patrimonio histórico; un gran reto que se ha convertido en una gran paradoja, la de una administración cultural absolutamente infradotada para abordar las enormes, complejas y trascendentales competencias otorgadas por las leyes para proteger los numerosos bienes declarados (y muchos otros que merecerían serlo pero que no se declaran como tales precisamente por esta incapacidad administrativa), las cuales, ante esta imposibilidad, están derivándose hacia otras estrategias, mecanismos o ámbitos administrativos para su aplicación. Como vemos, de lo que se trata en el fondo no es tanto de superar una incapacidad administrativa como de modificar un modelo de tutela patrimonial cuyos efectos pueden ser muy nocivos (e irreversibles) para la tutela del patrimonio histórico.

			En este mismo sentido, y concluyendo lo expuesto hasta ahora, queremos señalar otro efecto de la necesaria distinción entre los valores y significados y los aprovechamientos. Los valores y significados, como hemos dicho, aunque se manifiestan sobre un objeto determinado, su naturaleza se conforma en la esfera de lo subjetivo, en la relevancia que estos tienen para las personas, lo que deriva en un interés general, colectivo y, por extensión, universal. Esta universalidad, que consideramos principio fundamental y constitutivo del patrimonio histórico (del que necesariamente deviene su condición democrática, ya que no puede eludirse el disfrute colectivo derivado de este reconocimiento universal), puede adquirir diferentes dimensiones o escalas, acogiendo todos los particularismos o formas identitarias u organizativas posibles, pero nunca quedará invalidada o subordinada, por lo que no puede reducirse a un simple valor aplicable a los bienes más relevantes o reconocidos en el mundo (los de la Lista del Patrimonio Mundial, por ejemplo), sino que debe ser condición ineludible e incuestionable de todos y cada uno de los bienes declarados en cualquier país y con cualquier instrumento o ley. La universalidad, en suma, no es un valor, sino una condición ineludible de todos los bienes y, en todo caso, una escala más (como la local o regional) dentro del alcance de algunos bienes culturales.

			
LA DIMENSIÓN UNITARIA E INTEGRADORA DEL PATRIMONIO HISTÓRICO


			Desde del surgimiento de los primeros conceptos patrimoniales, incluido el decimonónico monumento histórico o nacional, los bienes u objetos considerados como portadores de valores y significados y, por tanto, susceptibles de ser protegidos siempre han sido muy diversos tanto en su naturaleza material como significativa (igualmente, en cuanto a su titularidad), por lo que el patrimonio histórico, desde sus primeras configuraciones científicas o institucionales, siempre se ha conformado desde la diversidad, la cual no ha hecho más que crecer y ampliarse de forma paralela a la evolución del propio concepto de patrimonio histórico, el cual ha llegado a la actualidad convertido en un enorme paisaje (o contenedor) compuesto por multitud de escenas y figuras.

			Pero, igualmente, desde los primeros conceptos (por ejemplo, el de Monumento Antiguo contenido la Real Cédula de Carlos IV en 1803 en la que se incluye la «Instrucción sobre el modo de recoger y conservar los monumentos antiguos, que se descubran en el Reyno, baxo la inspección de la Real Academia de la Historia»)9, esta diversidad de objetos siempre ha sido observada como un conjunto, como una realidad unitaria, lo cual permitía definirla, caracterizarla, crear instituciones específicas para su conservación, definir perfiles profesionales para su tratamiento, promulgar normas que garantizaran su protección..., en definitiva, el patrimonio histórico (sea bajo la forma de monumento nacional, patrimonio histórico-artístico, patrimonio cultural, patrimonio o cualquiera otro de los conceptos utilizados) siempre ha constituido una unidad, una totalidad, una globalidad, tanto conceptual como material. Es conveniente recordar en este sentido una de las premisas de la Convención de Granada de 1985, la cual resulta muy ilustrativa al respecto: «Cada parte se compromete a [...] poner de relieve la unidad del patrimonio cultural y los vínculos existentes entre la arquitectura, las artes, las tradiciones populares y los modos de vida, tanto a nivel europeo como nacional o regional» (Consejo de Europa, 1985).

			Si tenemos en cuenta que esta unidad o totalidad se descompone en múltiples formas (tipos de bienes) sin afectarla, esto significa que debe existir un elemento unificador de esta realidad unitaria, un elemento que esté presente en todos y cada uno de esos bienes y a la vez sea su aglutinante. Este elemento no es otro que el de los valores y significados que estos bienes tienen para las personas, lo que nos vuelve a remitir a la fundación del patrimonio histórico en el sujeto. El sujeto como elemento aglutinador y conformador de la unidad del patrimonio histórico, pero formalizado a través de valores determinados que han identificado y posibilitado en cada momento histórico la construcción formal de dicha unidad.

			Pero estos valores y significados son, como hemos explicado con anterioridad, igualmente diversos y cambiantes, lo cual podría poner en entredicho, esta unidad de la que hablamos. Para conjurar estos peligros (sobre todo el de sancionar la fragmentación patrimonial como verdad científica, uno de los más graves), es necesario que existan algunos de estos valores que actúen de aglutinadores de esa diversidad de significados e intereses concurrentes; unos valores que posibiliten el carácter unitario e integrador del patrimonio histórico a la vez que permitan y validen su descomposición en otros muchos valores (bienes) concretos. Uno de ellos, el esencial para nosotros, es el histórico, es decir, la dimensión histórica, ya que identifica y reúne todos los principios que sustentan y justifican la propia existencia del patrimonio histórico: condición de pasado, objetividad, relatividad, amplitud, dimensión material e inmaterial, generador de todo tipo de valores y significados, descomposición o presencia en otros valores específicos, interrelación de bienes naturales y culturales, soporte científico y disciplinar consensuado y consolidado, etc.

			Pero junto al histórico no podemos eludir el que objetivamente es el valor más utilizado y consensuado a nivel internacional, el valor cultural. Efectivamente, se trata de un valor que dispone de las cualidades y dimensiones para identificar globalmente al conjunto de bienes a proteger, dada su amplitud, su descomposición en otros valores, su capacidad para generar significados y valores de todo tipo, etc. (Prats, 1997: 60-61). Todos los presupuestos y requisitos, excepto (al menos de una forma indiscutible) el de la dimensión histórica o la condición de pasado. Solo si el concepto de patrimonio cultural asume (o, más bien, se observa de esta perspectiva) que la patrimonialización de un objeto determinado requiere de un distanciamiento temporal que posibilite la resignificación social del objeto en función de los parámetros propios y constitutivos del patrimonio histórico, será para nosotros un concepto absolutamente válido. Si no es así, y hay muchas muestras de ello, la utilización acrítica e inadecuada del concepto de patrimonio cultural puede derivar en una descomposición y desintegración del propio concepto tal y como está sucediendo, por ejemplo, con la entusiasta y forzada aclamación de la memoria como gran principio patrimonial. O, igualmente, con la distorsionada y sobredimensionada consideración patrimonial de las tradiciones o de los bienes inmateriales en general, lo cual está trasladando al patrimonio histórico presupuestos que están provocando diferentes distorsiones, como la excesiva relatividad cultural en la valoración de los bienes a proteger, un incontrolado revisionismo histórico de carácter ético o, finalmente, la peligrosa sustitución de la tradicional (y exigible) tutela o protección por la difusa y confusa salvaguardia.

			La unidad del patrimonio histórico como gran principio constitutivo del mismo, por lo que debemos combatir y rechazar las numerosísimas pulsiones (desbordes) que se perciben tendentes a propiciar y legitimar la fragmentación del patrimonio histórico y, con ello, la de la propia tutela, la cual debe entenderse también, como luego veremos, como «un proceso homogéneo y unitario de acción sobre el conjunto de bienes que integran el patrimonio histórico» (Castillo Ruiz, 2004: 15). Las encontramos en los museos, archivos y bibliotecas, instituciones del patrimonio histórico cada vez más alejadas (hasta con su propia normativa) de la acción patrimonial unitaria; las encontramos en la cada vez mayor fragmentación de masas patrimoniales (patrimonio arqueológico, industrial, patrimonio etnológico...), cuya necesaria singularización para garantizar un adecuado régimen de protección está deviniendo en separación e incomunicación; las encontramos en las numerosas instituciones o ámbitos administrativos y normativos que están abordando desde su perspectiva la patrimonialización de los bienes históricos vinculados con su campo de actuación (sucede con el patrimonio histórico agrario, paisajístico, ferroviario, militar, universitario, etc.); las encontramos en la independización teórica y procedimental de diversas acciones tutelares, especialmente la restauración y la difusión... Y las encontramos, finalmente, en el patrimonio cultural inmaterial, cuya evidente desvinculación de la unidad patrimonial la podemos simbolizar en la promulgación en nuestro país de una ley específica para este tipo de bienes, la Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial, y diferente de la vigente Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español (en adelante, LPHE) (que ya prevé, aunque con deficiencias, el reconocimiento de estos bienes), donde se contempla la creación de un sistema de protección diferenciado para estos bienes e incluso una nueva figura legal para su declaración, la de Manifestación Representativa del Patrimonio Cultural Inmaterial, figura esta que deberá compaginarse con la existente de BIC y aplicada ya por las Comunidades Autónomas para sus bienes inmateriales10.

			
SU VINCULACIÓN CON LA ACCIÓN HUMANA


			El patrimonio histórico, de nuevo otra constatación o paradigma, está conformado por aquellos bienes materiales e inmateriales creados, ideados o generados por la acción del hombre a lo largo de la historia. Son estos bienes humanos los que han adquirido relevancia para la sociedad del presente y los que son objeto de identificación y protección.

			Pero estos bienes están en el espacio, en la tierra, en el territorio, en la naturaleza, por lo que conviven con otros seres vivos, espacios, estructuras y funciones que igualmente han adquirido una enorme relevancia para las personas en el presente, conformando el patrimonio natural o de la biodiversidad.

			Este hecho ha planteado la necesidad, desde el surgimiento del concepto de patrimonio histórico (y en menor medida con el de patrimonio natural, que siempre ha observado la acción humana más como una amenaza que como un elemento a preservar en su interacción con la naturaleza), de buscar formas y mecanismos de interrelación entre los bienes humanos y naturales, dada la ineludible interrelación existente entre ambos11. Si bien desde el propio inicio del concepto de patrimonio histórico, el territorio siempre ha estado presente en su caracterización, así como en las medidas de actuación sobre él (recordemos la relevante figura del entorno o la pronta introducción de los jardines históricos o los conjuntos históricos, con su contexto paisajístico incluido, en la legislación patrimonial), no ha sido hasta finales del siglo XX cuando esta relación se ha convertido en esencial y constitutiva del mismo, lo cual se manifiesta no solo en la creación de tipologías de bienes de carácter territorial, como los paisajes culturales o los itinerarios culturales, sino, lo que es más relevante, en la propia conceptualización general del patrimonio histórico, donde cada vez es más habitual (aunque aún con poco fundamento teórico) encontrar referencias al término de patrimonio (sin adjetivación) como identificador de la globalidad de los bienes (tanto naturales como culturales) a proteger; un término que se corresponde con el aspecto que desde nuestro punto de vista mejor refleja y define en este siglo XXI la caracterización y el entendimiento del patrimonio histórico: «la fusión o interrelación de masas patrimoniales de muy diversa naturaleza y valor (bienes culturales materiales e inmateriales, bienes naturales, etc.) en un ámbito territorial determinado» (Castillo Ruiz, 2004). A esto debemos unir la aparición de conceptos como el de patrimonio agrario (Castillo Ruiz, 2013) o, relacionado con este, el de patrimonio biocultural o patrimonio genético (Toledo y Barrera-Bassols, 2008), donde la interrelación entre los bienes culturales y naturales es muy intensa, al reconocer la biodiversidad cultivada o las semillas como un bien patrimonial de primer orden.

			Para que este emergente concepto de patrimonio podamos considerarlo válido, desde el punto de vista de los principios de la tutela, necesitamos que acoja y se fundamente en los presupuestos que estamos enumerando, en particular, en la existencia de un valor que actúe de aglutinador y contenedor de todos los demás y que tenga una inequívoca fundamentación en el sujeto, para posibilitar además la integración unitaria de todos estos valores. Aunque no existe aún una fundamentación teórica importante de este nuevo concepto (a excepción del pionero y aún válido documento Bases para una Carta sobre Patrimonio y Desarrollo en Andalucía, cuyos cimientos fueron establecidos en el II Plan General de Bienes Culturales de la Junta de Andalucía, 1996-2000) (Fernández Salinas, 1996), el valor que de forma más recurrente se suele asociar con él (en realidad, con todos los conceptos o caracterizaciones del patrimonio histórico realizados en la actualidad) es el de la identidad. Efectivamente, tanto los bienes naturales como los culturales, sobre todo su interrelación con el territorio, conforman las señas de identidad de una determinada comunidad o grupo social, por lo que dispone de esa condición subjetiva y aglutinadora exigible a los valores identificadores del patrimonio. Sin embargo, como hemos dicho, la identidad es uno de los significados derivados de los valores objetivos (los que hemos concluido que son los que determinan la protección de un bien), por lo que dispone, como todos estos significados, de un carácter difuso, variable, de difícil objetivación y configuración científica, a los que hay sumar las características propias de este significado, como su historicidad, su conformación por oposición a otras señas de identidad, su relativismo cultural, su fácil instrumentalización ideológica y política, lo que lo confronta con los principios del patrimonio histórico derivados y propiciados por los valores patrimoniales, como los antes referidos del histórico o cultural.

			Por estas razones, concluimos que no podemos considerar la identidad como un valor identificador del conjunto de bienes culturales y naturales a proteger y, por tanto, equiparable a los valores, como el histórico o cultural, aglutinadores y contenedores de la multiplicidad de valores y significados que concurren en el conjunto (siempre unitario) del patrimonio histórico.
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el verdadero patrimonio
nacional es el toldo verde.
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Fue tras dos afios de estancia en Alemania y de regreso a Espafia que Pablo Arboleda, jiennense y arquitecto, tuvo una
epifania que, asi, a bote pronto, mas de uno pensara que menuda tonteria, pero a poco que se deja reposar la idea esta coge
las dimensiones de un caso para lker Jiménez, un cuarto milenio de padre y muy sefior mio. ¢Por qué los toldos son verdes?
Vale, los hay, aunque muy pocos, anaranjados. Los més recientes, los de las ultimas promociones inmobiliarias y de algin
local modernete, puede que incluso sean de grises mortecinos. Pero la aplastante mayoria, en proporciones de votacion
builgara, son verdes. ¢Es esa la verdadera ensefia de Espafia? Lo pregunta, y muy en serio, Arboleda. Hay una imagen en el
indispensable video que acompaia a esta noticia (lectores de papel, como sea, blsquenlo) que lo explica todo sin palabras.
Dos balcones, en uno de ellos, la ‘estelada indepe’, en el de al lado, la rojigualda con el toro osborniano como escudo.
Menudos silencios debe haber en el rellano de la escalera mientras se espera el ascensor. Pero por encima de esa cainita
diferencia ideolégica, un denominador comin. Los dos balcones tienen su toldo verde.

La bandera que nadie discute (leer noticia)
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